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			Hace ochenta y siete años, nuestros padres hicieron nacer en este continente una nueva nación concebida en Libertad y consagrada al principio de que todas las personas son creadas iguales. Ahora estamos envueltos en una gran guerra civil que pone a prueba si esta nación, o cualquier nación así concebida y así consagrada, puede perdurar en el tiempo.

			Abraham Lincoln, discurso de Gettysburg, 
Pennsylvania, 19 de noviembre de 1863

		


		
			Primera parte

			La democracia  y sus fisuras

		


		
			Capítulo 1

Ante el asedio  a la democracia


			La democracia está bajo un implacable asedio. En todos los continentes surgen regímenes que, amparados en la legitimidad que dan las urnas, se vuelven autoritarios y populistas, con desdén a instituciones que garantizan las libertades y derechos. Esto no parece preocupar mucho. No hay un clamor universal pidiendo que vuelvan aquellas formas de gobierno que fueron el orgullo de un modo civilizado de convivencia. A poca gente le importa defender la democracia y muchos, resignados o satisfechos, sostienen que es una etapa superada que ya no da respuestas a los problemas del siglo XXI.

			A la democracia la damos por sentada. Funciona, votamos cada tantos años, sabemos que es «buena» y con eso alcanza. Sin embargo, no todos lo ven así.

			En la década de los 80 del siglo pasado cayeron las dictaduras militares en América Latina y surgió la esperanza de democracias que se fortalecerían en todo el continente, que la gente viviría en libertad, armonía y tolerancia. Las expectativas no duraron.  Con pocas excepciones, rigen hoy democracias imperfectas, cuando no lisa y llanamente regímenes autoritarios.

			A la misma vez, tras la caída del muro de Berlín en noviembre de 1989 y el colapso de la Unión Soviética en diciembre de 1991,  los países de Europa oriental, con gran algarabía, quisieron reconstruirse como democracias. Tras décadas de vivir un asfixiante encierro, buscaron la libertad: la de moverse por el mundo, de expresarse, la libertad política y la apertura económica. Sin embargo, lo que pasa hoy en Hungría y Polonia muestra que aquel contagioso entusiasmo inicial decayó. La gente prefiere otra cosa.

			Como contraste está la República Checa, que, bajo la presidencia inspiradora de Václav Havel, lideró con audacia, sensibilidad, sabiduría y sin conflictos la apertura y la división de su país.  Muy cerca, mientras tanto, se desarrollaba un drama opuesto, con el desmembramiento de Yugoslavia y sus nacionalismos recalcitrantes, guerras y atroz «limpieza étnica» contra quienes hasta poco antes fueron «compatriotas».

			Lo que a finales del siglo pasado pareció ser un momento de esperanza y optimismo se revirtió. El asedio a las democracias crece en el mundo y no hay mucho entusiasmo en defenderlas.

			Su actual crisis se vincula a la forma en que se ha dado su deterioro: con ropajes democráticos y no con cuartelazos. En el libro Cómo mueren las democracias (2018), Steven Levitsky y Daniel Ziblatt dicen que esa muerte se produce «en manos de hombres armados». Así fue en el pasado: de cuatro derrumbes de regímenes democráticos durante la Guerra Fría, dicen los autores, tres eran por golpes de Estado. Hoy no.

			Una definición clara y precisa

			Para saber de qué hablamos importa definir con precisión qué entiendo por una genuina democracia. Existen muchas definiciones, y algunas sirven para justificar despotismos avalados por las urnas. Para aclarar, entonces, diré que entiendo por democracia la que es constitucional, representativa, republicana, liberal, secular y plural.

			Podrá objetarse que hay democracias sólidas en Europa que, por ser monarquías constitucionales, no son repúblicas. Es verdad, pero se ajustan a los principios de un Estado de derecho y, por lo tanto, a la esencia de una república.

			El gobierno surge de la voluntad de los ciudadanos expresada en las urnas, y su poder debe ser vigilado y controlado, repartido entre el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial, independientes unos de otros y con igual jerarquía entre sí. Esto es así porque antes de cualquier norma de funcionamiento del gobierno prevalecen las libertades y derechos individuales. Sobre ellas gira el tramado de una constitución.

			En su libro El futuro de la libertad (2003), el analista político Fareed Zakaria confirma que la democracia es liberal en cuanto  «sistema político marcado no solo por las elecciones libres y limpias, sino también por el Estado de derecho, la separación de poderes y la protección de libertades básicas, de palabra, de reunión, de religión y de propiedad».

			También el politólogo italiano Norberto Bobbio conecta lo liberal con la democracia: «El Estado liberal y el Estado democrático son doblemente interdependientes. Si el liberalismo provee aquellas libertades necesarias para el debido ejercicio de la democracia, la democracia garantiza la existencia y la persistencia de las libertades fundamentales».

			En mi búsqueda de una definición precisa encontré Por una democracia sin adjetivos (1986), libro del historiador mexicano Enrique Krauze en el que dice que a la democracia no se le puede poner adjetivos que terminan justificando algo que no es democrático  (la democracia popular de los países comunistas, por ejemplo).  Sí, coincido con Krauze, solo hay una manera de entenderla. Pero como hay quienes se esfuerzan por reducir su contenido, me pareció importante enumerar sus ingredientes. Son esos, no hay otros. Si se inventan otros, no estamos hablando de democracia.

			Habrá quien califique esa definición de conservadora, sin  embargo los hechos la reconvierten en una de vanguardia, por contraste con los regímenes liberticidas que alientan la discriminación entre buenos y malos y predican un nacionalismo extremo, xenófobo, racista y reaccionario.

			Cuando las reglas son claras, la convivencia es armoniosa.  Se respeta y tolera al otro, al que es distinto. Y todos lo somos respecto a quien tenemos enfrente. La democracia bien entendida ofrece espacio para que las diferencias convivan en saludable entendimiento. Eso no pasa en regímenes populistas, que convirtieron la crispación, el resentimiento y el odio en una forma aceptada de mandar.

			La democracia no suprime los conflictos, pero los canaliza con reglas de juego que atemperan los choques y evitan los desbordes. Quienes temen las diferencias y sus cortocircuitos prefieren sociedades sosegadas a la fuerza, donde la realidad se disimula o reprime. Necesitan ampararse en una voz única que desde el poder confirme que su verdad vale y no puede haber otra que la interpele.

			La búsqueda de esa artificial tranquilidad, basada en un único modo de ver las cosas, generará serenidad, pero no será duradera por ser una forzada «paz social». Los que fueron acallados siguen estando, aunque los que acallaron quieran asegurarse de que no vuelvan a aflorar y se regodean en mantener vivo el conflicto en un clima de convivencia censurada y sofocante.

			Por eso la democracia importa, porque admite una convivencia posible sin disimular tensiones; en cambio, las canaliza mediante el debate libre. Reconoce que quienes viven en una sociedad abierta tienen intereses diferentes y legítimos, y que esos intereses (personales, familiares, económicos, sociales, culturales y hasta religiosos) chocan con otros, y es natural que así sea. Lo importante es que cada uno tenga dónde y cómo defender sus posturas y explicar sus motivos. Debe haber procesos de discusión, tensos y lentos (aunque generen impaciencia), para ofrecer salidas pacíficas que, si no contentan a todos, al menos dan la mejor solución, aun al precio de hacer concesiones.

			No funcionan así los populismos. Ellos imponen sus propuestas, simples y tajantes. Al principio seducen, pero al poco tiempo provocan nuevas grietas, difíciles de revertir.

			Las primeras dos décadas del siglo XXI no han sido fáciles.  Tras el derrumbe de las torres gemelas y el surgimiento de un terrorismo fundamentalista sin límites, en nuestra región, una durísima crisis económica pegó primero en Argentina y luego en Uruguay;  Hugo Chávez se consolidó como dictador en Venezuela (sucedido tras su muerte por Nicolás Maduro); más tarde, una fuerte crisis financiera golpeó a Estados Unidos y Europa, se fortaleció el narcotráfico, aumentaron las corrientes migratorias y emergieron en todos los continentes gobiernos convalidados por las urnas, pero de signo autoritario. Más recientemente, la pandemia tuvo como consecuencia restricciones a la libertad, moderadas en algunos casos, pero rígidas en otros. Y, por último, las guerras: el despiadado intento ruso de conquistar Ucrania y anexarlo a su territorio, y los violentos ataques terroristas del grupo Hamás contra Israel, con su obvia respuesta.

			En Europa, partidos antiliberales, de izquierda y derecha, toman vigor. Basta ver en España el surgimiento de grupos populistas ubicados en los extremos del abanico político. Líderes como Donald Trump y, aunque en menor medida, Boris Johnson no reflejan al tradicional político conservador y muestran desdén por las instituciones.

			A eso se suma, en democracias más saludables, conductas políticas que no ayudan. En su libro Al rescate de una democracia incomprendida (2023), Ignacio de Posadas dice:

			Más preocupante es el clima de aversión y hasta inquina (¿odio, quizás también?) que se ha instalado a nivel político, sobre todo en el ámbito parlamentario y el recurso a la descalificación y aun al insulto como arma política cotidiana (…). La democracia no funciona a los tortazos, tiene que haber un mínimo de espacio y de lenguaje común (…). La política concebida como guerra de exterminio, al estilo argentino (y aun español), no permite un funcionamiento democrático.

			El expresidente uruguayo y líder del partido Colorado, Julio María Sanguinetti, se refirió a ese cambio de clima cuando le consulté. «El deterioro de la convivencia suele darse en tiempos de desencanto, de crisis económica, de crispación política, con la consecuencia de que esa debilidad, lejos de ser principio de solución, pasa a ser parte del problema». Según Sanguinetti, ese desencanto «recorre las democracias occidentales y en especial las latinoamericanas», pero no es un desencanto aislado, sino que «es hijo de un falso encantamiento anterior, ante un paraíso prometido demagógicamente».

			«¿Por qué esta crisis multidimensional de las democracias?», se pregunta Héctor Lescano, político frenteamplista, exministro de Turismo y Deporte y exembajador ante Argentina. Esa pregunta, dice, debe ser hecha «con honestidad intelectual», y considera que la respuesta necesariamente penetrará «en una gran transversalidad en las responsabilidades».

			Su descripción es dramática: «En muchos países se agotó el modelo —casi siempre bipartito— de cansados partidos fundacionales, vacíos hoy de renovación ideológica, de liderazgos éticos y de altura, de programas modernos que sobre bases de evidencia expresen el equilibrio entre audacia y sensatez».

			Hay un contexto, sostiene, que afecta a esa realidad. «Los po- derosos del mundo —Estados y corporaciones— pesan fuerte en las gobernanzas criollas. Los grandes medios instalan agendas» y, más aún, «irrumpen las redes sociales». Lescano tiene presente al politólogo argentino Natalio Botana, quien, refiriéndose a la realidad de su país, decía que «esta revolución comunicacional está creando su propio sistema de representación y es más sensible tanto para detectar las malformaciones corruptas que antaño se ocultaban tras la opacidad de la representación política como para recibir el impacto de los manipuladores de la posverdad».

			Lo que se debilitó en ese proceso fue la democracia bien entendida. Los líderes de los nuevos regímenes fueron votados en elecciones, pero una vez en el poder, en forma lenta y eficiente, horadaron las instituciones hasta controlar al Estado y al país. Más allá de cómo se proclamen, muestran en común un exacerbado nacionalismo y un uso populista del poder: Vladímir Putin en Rusia, Recep Tayyip Erdoğan en Turquía, Viktor Orbán en Hungría, Jarosław Kaczyński en Polonia, Hugo Chávez y Nicolás Maduro en Venezuela, Rafael Correa en Ecuador, Daniel Ortega en Nicaragua… y aunque autoritarios, pero no del todo, y ciertamente populistas, estuvieron los Kirchner en Argentina o Jair Bolsonaro en Brasil, y Nayib Bukele continúa en El Salvador.

			En América Latina seduce el modelo venezolano de una Corte Suprema con veinticinco miembros fieles y leales al mandamás de turno, con lo cual eliminan su independencia y neutralizan su función de garantizarle al ciudadano sus derechos por encima de partidos y facciones.

			Estados Unidos, de larguísima tradición y estabilidad institucional, estuvo a un tris de caer en la tentación populista a manos de Donald Trump, que desprecia las instituciones, los tribunales, la libertad de prensa y los resultados electorales y no teme enviar sus hordas a tomar por asalto el Congreso. Todo esto en una nación que define su identidad a partir de una historia más que bicentenaria de construcción democrática. Con mal talante y peores modales, Trump dejó la presidencia, pero su posible retorno acecha en andas de un partido que avala su conducta.

			La comisión de la Cámara de Representantes que investigó lo ocurrido el día en que las huestes atacaron el Congreso demostró que fue un peligroso momento para la continuidad institucional. Sus consecuencias pudieron ser más graves.

			Gideon Rachman —en su libro The Age of the Strongman (2022)— sostiene que los últimos quince años el mundo vio el declive más sostenido de la libertad política desde la década del 30 del siglo XX. Pero en aquella década, dice, Estados Unidos y Gran Bretaña eran democracias liberales. Si Trump hubiera tenido éxito en torcer una elección democrática, el rol tradicional de Estados Unidos como «líder del mundo libre» se habría terminado.

			En el contexto, con China de un lado y Estados Unidos del otro, podemos concluir que si Trump se hubiera salido con la suya el mundo se habría quedado sin el contrapeso de una democracia liberal fuerte como en los 30 del siglo pasado, dado que no existe, afirma Rachman, una alternativa a Estados Unidos para liderar el «mundo libre»: ni Alemania, ni Francia, ni la Unión Europea como tal —agrego que tampoco el Reino Unido— tienen las estructuras políticas ni los reflejos diplomáticos para ocupar el lugar de Estados Unidos, si este finalmente dejara de ser el referente mundial de la democracia.

			¿Dar por enterrada la democracia?

			Es alarmante notar que desde visiones académicas presuntamente rigurosas haya un debate para determinar si las democracias liberales son viables o si llegó la hora de superarlas. Para muchos, en una era de incertidumbre, inseguridad y temor, la democracia ya no tiene respuestas. No está en su esencia darlas.

			Sin duda, la democracia necesita ajustarse para responder a desafíos que antes no había. Debe buscar mejores herramientas.  Ante crisis distintas a estas, y con lentitud, la democracia respondió y dio mejores y más duraderas soluciones. Por lo tanto, llama la atención esa tendencia a darla por enterrada.

			La democracia es una forma compleja de vivir en libertad y puede parecer débil. En la primera mitad del siglo XX el mundo sufrió la consolidación de regímenes totalitarios como el comunismo, el fascismo y el nazismo. Sus líderes carismáticos convencieron a millones de seguidores y creyeron que pondrían fin a las mansas y dóciles democracias. Sin embargo, las democracias prevalecieron, aunque para ello primero debieron superar una guerra mundial y luego una guerra fría. No eran perfectas, pero funcionaban. Ignacio de Posadas (en una carta publicada en Búsqueda) sostiene que «la democracia siempre ha tenido debilidades y defectos, incluso disfuncionalidades». La define como un producto sin terminar: «In the making, dirían los gringos».

			Un siglo después resurge algo que no es igual a aquellos regímenes autoritarios (aunque sí tenga puntos de contacto con ellos), algo que amenaza a la democracia y la libertad, y que cuenta con simpatía popular. Parte del problema se vincula a cierta angustia de la gente que percibe que muchas cosas se transformaron con los avances tecnológicos, pese a no ser cambios pedidos, ni mejores y, a veces, ni siquiera necesarios.

			Son interesantes las ideas que expuso Sanguinetti cuando le consulté: «¿Por qué la sociedad contemporánea muestra tanto desasosiego pese a los incuestionables avances en el bienestar? Fundamentalmente, por el pasaje de la sociedad industrial a la digital, con la desaparición del empleo para toda la vida, la pérdida de privacidad por las redes, las demandas cada día mayores de capacidad y habilidades, la irrupción de la droga y la violencia urbana, los límites del Estado de bienestar en la satisfacción de las necesidades de una sociedad de consumo que va satisfaciendo necesidades, pero crea al mismo tiempo otras».

			Otros autores también muestran su alarma ante la facilidad con que muchos aceptan las nuevas formas autocráticas. Anne Applebaum, ganadora del Premio Pulitzer por su formidable trabajo sobre los gulags soviéticos, expresó su alarma en un reciente libro, personal y testimonial, llamado El ocaso de la democracia (2020), donde advirtió sobre la seducción que ejerce el autoritarismo. Applebaum tiene una rica carrera académica y periodística, trabajó en Washington y Londres y fue editora de la revista liberal británica Spectator. Otros libros que toman el tema son Cómo mueren las democracias, de Steven Levitsky y Daniel Ziblatt, profesores en la Universidad de Harvard, y El camino a la no libertad, de Timothy Snyder, profesor en la Universidad de Yale.

			
El índice de The Economist


			La degradación de la democracia ha sido tan generalizada que vivir en ella parecería ser un lujo, casi un privilegio.

			Según el reconocido índice de The Economist de 2023, solo en veinticuatro países (de un total de ciento sesenta y ocho) hay democracias plenas. Esto significa que el 14 % de las naciones del globo y apenas un 7,8 % de la población mundial vive bajo sólidas formas democráticas.

			En el continente americano, para The Economist, solo Canadá, Uruguay y Costa Rica, en ese orden, califican como democracias plenas.

			La segunda categoría del índice es la de las democracias imperfectas (flawed democracies), que en 2023 estaban presentes en cincuenta países, es decir, el 29,9 % de las naciones clasificadas, con  el 37,6 % de la población mundial.

			En el tercer lugar del índice aparecen los regímenes híbridos, aquellos que, pese a presentar elementos propios de una democracia, no lo son ni tampoco son dictaduras completas. Hay treinta y cuatro países en esa lista, corresponden al 20,4 % de las naciones y al 15,2 % de la población mundial.

			Por último están los cincuenta y nueve regímenes autoritarios, el 35,3 % de los países del mundo, que abarcan al 39,4 % de la población mundial.

			Para calcular el puntaje en los ciento sesenta y ocho países  observados (casi la población entera del mundo, con excepción de los micro-Estados), el índice de The Economist analiza a cada país en cinco categorías:

			1) el proceso electoral y el pluralismo,

			2) el funcionamiento del gobierno,

			3) la participación política,

			4) la cultura política,

			5) las libertades civiles.

			Uruguay está entre las democracias plenas, en el puesto 14 a nivel mundial y es el segundo en las Américas. Canadá está por delante en el lugar 13, Australia en el 14, Costa Rica en el 17, el Reino Unido ocupa el puesto 18. Casi toda Europa occidental vive en democracia plena. No así Portugal, Italia y Bélgica, que, si bien están en el borde, clasificaron como democracias imperfectas. En la corta lista de democracias plenas los primeros son Noruega y Nueva Zelanda, seguidos por los países escandinavos.

			Estados Unidos ocupa el lugar 29 e Israel el 30, o sea que son democracias imperfectas, si bien por pocos puntos. Lo mismo ocurre con Chile, que, de haber estado entre las democracias plenas, quedó apenas del otro lado de la división en el lugar 25. Panamá se ubica en el puesto 48, Argentina en el 54 y Brasil en el 51. Le sigue Colombia en el lugar 55. Los dos países observados por la Unión Europea como socios problemáticos también figuran como democracias imperfectas: Polonia ocupa el puesto 41 y Hungría el 50. En Asia, India figura con el 51 y Filipinas con el 53.

			Turquía está entre los países híbridos, en el puesto 102.

			En América Latina se consideran híbridos Perú en el lugar 77, Paraguay en el 74, México en el 90, El Salvador en el 96 y Bolivia en el 106. Ecuador y parte de los países centroamericanos entran en la categoría de híbridos.

			Por último viene la lista de países autoritarios sin atenuantes. Hay viejos conocidos: Cuba en el puesto 135, Nicaragua en el 143, Rusia en el 144, Venezuela en el 142, Arabia en el 150 y China en el lugar 158. También figuran gran parte de los países árabes del norte de África y de Medio Oriente. En África, con excepción de unos cuatro o cinco países considerados imperfectos (entre ellos Sudáfrica), los demás son híbridos o autoritarios.

			El caso uruguayo

			En este contexto, Uruguay luce como una democracia sólida, que respeta la separación de poderes y la libertad de expresión. No se trata de una democracia perfecta, ninguna lo es, pero es mejor que otras que se jactan de ser ejemplares.

			El reconocimiento a Uruguay por esa situación debe ser tomado con prudencia. No hay nada peor que la autocomplacencia y Uruguay tiene una fácil tendencia a caer en ella. Por la democracia hay que luchar todos los días. No anda con piloto automático.

			¿Puede Uruguay caer en la tentación populista? Todo indica que no. Cuenta con partidos estables que incluso con menos votos que en el pasado y aliándose en una coalición mantienen su estructura e influencia.

			Hay, sí, reflejos populistas que llaman la atención. Uno es el uso casi abusivo de la consulta popular con desprecio a lo discutido y resuelto en el Parlamento. No es bueno simplificar temas sobre asuntos complejos que exigieron elaborados debates por parte de los representantes.

			El Frente Amplio apeló en dos oportunidades al referéndum para derogar la ley de caducidad que en 1986 otorgó una suerte de amnistía a los militares involucrados en la violación de derechos humanos durante la dictadura. En las dos ocasiones, 1989 y 2009, no logró ganar.

			En 2024 se promovieron varios plebiscitos para introducir reformas en la Constitución, incluida una para derogar la ley que  modificó el sistema jubilatorio y, entre otras cosas, pasó la edad de retiro de sesenta a sesenta y cinco años, y otra para modificar el artículo constitucional que prohíbe los allanamientos nocturnos.

			Con excepción de esto último, ciertamente controvertido, pero que se remite a cambiar una típica norma constitucional, las otras propuestas desconocen lo que es una constitución. Son sobre temas de coyuntura, a zanjar en el debate parlamentario y resolver por ley, no dentro de una constitución. Parecerán (o no) simpáticas, pero sus efectos complicarán la economía del país y tienen tufillo demagógico. Como dijo el economista Hernán Bonilla en una de sus columnas: «Son ejemplos prístinos de populismo». Hay que tener en cuenta, dice, que «un populismo peligroso no solo viene de los outsiders pintorescos, también de nuestro estable y sólido sistema de partidos».

			En los quince años en que gobernó, el Frente Amplio mostró afinidad con populismos y totalitarismos, lo que invita a preguntarse si también le corresponde igual calificación. Durante su presidencia, José Mujica tuvo gestos de demagogia. Aun así, jugó con las reglas y respetó la separación de poderes. Más allá de su estilo popular, no corresponde calificar a su gobierno, ni a los otros del Frente, como populistas. Eso no quita que se hayan sentido atraídos por populismos como el de Venezuela, o totalitarios como Cuba. Les sedujo poco, sin embargo, el modelo de izquierda moderada de Chile durante las presidencias de Ricardo Lago o Michelle Bachelet.

			Hay en Uruguay grupos que se ubican en los extremos (incluso dentro del Frente Amplio), admiran el modelo autoritario de Vladímir Putin y apoyan su guerra de conquista, o adhieren al chavismo. Son partidos que, aun invocando la democracia, no creen en ella y se ven seducidos por peligrosas versiones actualizadas de los modelos totalitarios que golpearon al mundo en el siglo xx.

			Un ejemplo de esa atracción se vio el 12 de mayo de 2022, cuando la dirigente estudiantil Amira Fagúndez sostuvo una tesis en el programa Relatos de TV Ciudad que dejó en evidencia su escasa, si no nula, convicción democrática.

			Este sistema —anunció refiriéndose a la democracia uruguaya— nos va a seguir oprimiendo como viene haciendo hace muchísimos años. Como cada vez hay más desigualdad es necesario buscar una alternativa que mejore radicalmente la calidad de vida de las grandes mayorías (…). Lo que pasa, como es el caso uruguayo, es que se logran avances, se conquistan determinados derechos, pero después vienen gobiernos de derecha neoliberales que restauran todo lo que había en el pasado. Es necesario construir una alternativa superadora de esto.

			«Una alternativa superadora de esto». En esa construcción, «esto» es la alternancia de partidos en el gobierno, el derecho de la gente a elegir al partido que quiera. Su razonamiento carece de rigor, pues en Uruguay lo de la desigualdad es relativo. La hay, pero menos que en buena parte del continente y más allá de quien gobernó.

			Si bien no define al sistema que oprime, podría deducirse que se refiere a las democracias occidentales que lograron los mejores resultados en favor de la calidad de vida de «las grandes mayorías».

			Menciona avances y logros como si solo hubieran ocurrido en los años en que gobernó el Frente Amplio. Los hubo, y en muchos terrenos, pero si se observa la historia uruguaya del último siglo,  el país estuvo en continuo avance, más allá de alguna interrupción.

			Por último, supone que si el gobierno que ella votó pierde las elecciones vendrán «gobiernos de derecha neoliberales que restauran todo lo que había en el pasado». No es lo que sucede. El recambio de 2019 llevó al poder a una coalición de centroderecha (no de derecha), con algún acento en políticas liberales en lo económico y una fuerte sensibilidad social. Así como hubo políticas que se mantuvieron cuando el Frente Amplio llegó al gobierno, se mantienen también algunas del período frentista. No todas, cada gobierno trae sus  cambios. Siempre fue así y no es restauración.

			No reconocerlo es no entender la alternancia de partidos.  Se prefiere que siga el mismo partido con la misma ideología y el mismo programa. Para ello la estudiante reclama «construir una alternativa superadora». Superar la institucionalidad es consolidar una dictadura. Mientras se insista con estos razonamientos, la democracia estará amenazada.

			Lescano ha afirmado que «Uruguay continúa siendo parte de muy escasas excepciones que muestran la vitalidad del pacto ciudadano, fortalezas en el sistema de partidos y coaliciones, razonables grados de cohesión que, junto a otros indicadores, mostramos con fundado orgullo y que nos comprometen en su cuidado», al tiempo que agrega una compartible advertencia: «Debemos practicar ayuno de triunfalismo». Ninguna democracia está garantizada,  la autocomplacencia y el triunfalismo son mala compañía.

			No me canso de repetirlo: no cualquier régimen es democrático. Primero están las libertades y los derechos básicos de cada persona, inherentes a cada uno y, por tanto, inalienables. Las constituciones los reconocen en su capítulo más importante. Votamos para que quien obtenga la mayoría nos gobierne, no para que aplaste a las minorías. Nadie tiene la suma del poder, por eso importa que exista un aceitado funcionamiento de los controles y equilibrios.  La democracia ha de ser liberal, republicana, representativa y ajustada al derecho. Si falta uno de estos ingredientes, estamos hablando de otra cosa.

			Krauze recuerda los millones de muertos que dejaron los totalitarismos del siglo xx y se pregunta si eso no es prueba suficiente para repudiar la concentración de poder en un único líder. «Por lo visto no lo es —se responde—, ni prima la razón ni sirve la experiencia». Concluye: «Por eso no es inútil escribir un libro más sobre el tema». Algo parecido dice María Ressa, premio nobel de la paz, sobre su libro Cómo luchar contra un dictador (2023): «Es para cualquiera que podría dar por sentada a la democracia, escrito por alguien que jamás lo haría».

			Y por eso aquí estoy, escribiendo el mío. Nunca es suficiente decir lo que debe decirse cuando se trata del poder y sus límites, de la libertad, la convivencia en armonía, el respeto y la tolerancia.

		


		
			Capítulo 2

Una historia nada despreciable


			A la democracia tal como la conocemos hoy no se llegó en un solo día. Con sus ingredientes liberales, republicanos y democráticos, se fue construyendo paso a paso, ladrillo sobre ladrillo, a lo largo de los siglos. Sumó experiencias, revoluciones, reflexión filosófica y pocas veces fue lineal, pero aun en sus idas y vueltas siempre estuvo presente la idea de la libertad.

			Ese contrapunto de libertades y derechos marcó el camino en la historia de Occidente y fue llevando a la idea —compleja, sofisticada, valiosa— de cómo debe ser una democracia. Hubo grandes mojones y sabios pensadores que dejaron su huella.

			Por un lado podemos mencionar la carta magna en 1215, que significó un primer paso para limitar el poder del monarca. Fue un documento embrionario, es cierto, pero que indicaba un camino. O la Revolución Gloriosa de 1688, en que un rey fue sustituido por otro porque quería instalar en Gran Bretaña un modelo absolutista inspirado en el de Luis XIV de Francia. Los siguientes monarcas seguirían siéndolo siempre y cuando aceptaran un poder reducido. O las nuevas repúblicas, como en los Países Bajos. O la Declaratoria de la Independencia de 1776 en Estados Unidos y la aprobación de su Constitución en 1787 y luego sus diez enmiendas como la Carta de Derechos en 1791. O la Revolución francesa y la Declaración de los Derechos del Hombre en 1789.

			Este proceso estuvo inspirado por grandes textos. El pensamiento de John Locke fue fundamental. También lo fueron las ideas  de la Ilustración francesa y escocesa, la visión de Montesquieu;  la formidable declaratoria de independencia norteamericana, inspirada por Thomas Jefferson; los Papeles Federalistas, un tratado de ciencias políticas y derecho constitucional que se volvió un clásico y presentó a James Madison como un lúcido constituyente. Más cerca  en el tiempo tenemos las observaciones de Tocqueville sobre la democracia en América, las reflexiones profundas de John Stuart Mill sobre la libertad o la lúcida reflexión de Juan Bautista Alberdi.

			Con esta enumeración apenas señalo algunos hechos en una construcción que tuvo a numerosos protagonistas, que se consolidó con acontecimientos extraordinarios, aunque hubo otros que, si bien relevantes, no tuvieron tanta notoriedad. Por eso ofende ver que en tantas partes del mundo hoy a la democracia se la desprecia  con frivolidad.

			Democracia o república

			En los siglos XVIII y XIX la palabra «democracia» no tenía prestigio.  En cambio, la idea de república sí pesaba, despojada de la connotación despótica que se le adjudicaba a la democracia, entendida como una mayoría que se imponía sobre la minoría.

			En el debate sobre cómo construir las instituciones de la primera democracia moderna, Estados Unidos obviaba el término, pues se concentró en crear los instrumentos republicanos en un país nuevo que no quería un gobierno abarcador, sino que lo prioritario era la libertad de quienes vivían en el territorio.

			Hoy se sabe que la democracia garantiza las elecciones libres para que gobierne quien obtuvo la mayoría, pero siempre controlado, vigilado y equilibrado por los otros poderes para que las minorías sean respetadas y la libertad individual, consagrada. A eso se suma la primacía de la ley por encima del capricho de quien gobierna, o sea, el concepto de Estado de derecho o lo que los ingleses llaman «the rule of law». Para ponerlo en palabras de Ignacio de Posadas: «Un gobierno no de hombres, sino de leyes».

			Las minorías están representadas en el Poder Legislativo y cada constitución prevé cómo reflejarlas. Este órgano con funcionamiento de asamblea fue evolucionando, y en la actualidad se parece poco a lo que fue en su origen. «A mediados del siglo XIX en el Reino Unido y en Estados Unidos florecía la libertad individual y la igualdad ante la ley, pero no eran países democráticos», afirma Fareed Zakaria.

			Es interesante ver cómo eran, en los países donde los había, los primeros Parlamentos: un órgano que controlaba el poder del monarca y solo era convocado cuando este quería. Con el tiempo, el Parlamento se convirtió en otra cosa. Ignacio de Posadas recuerda en su libro que, según la idea liberal clásica, el Parlamento era una institución por fuera del gobierno, «del lado de los ciudadanos». Su finalidad era proteger los derechos de la gente frente a los desbordes del rey. «Uno de los focos de la erosión de las democracias contemporáneas», dice De Posadas, debe buscarse en el cambio de naturaleza de aquel Parlamento transformado en el Poder Legislativo.

			Los Parlamentos ahora defienden los intereses de quienes actúan dentro del Estado. El ejemplo palpable es la discusión anual o quinquenal de los presupuestos nacionales, instancia en la que se pasa revista a los gastos del Estado y, por lo tanto, se recibe presión de sus diferentes organismos para obtener mejores partidas: los organismos estatales de salud piden más; la Universidad y la enseñanza hacen lo mismo; a ellos se suman los pedidos de otras reparticiones del Estado que cumplen funciones específicas. ¿Por qué no se da más recursos a los científicos, a la defensa del medioambiente, a los juzgados que atienden los casos de violencia doméstica, a los comedores populares? La lista es infinita aunque los recursos son finitos.

			También los sindicatos que representan a quienes trabajan en el Estado piden más, lo que cuestiona la honestidad del reclamo.  Los recursos no son para mejorar los servicios, como anuncian, sino para que sus funcionarios ganen mejor. Ante esta realidad, el ciudadano se siente indefenso y cuestiona los Parlamentos y sus maratónicas sesiones donde todos quieren escucharse y pocos aportan ideas.

			La gente enojada propone ideas que no solucionan el problema. Una es que el Parlamento sea unicameral. Confieso que es una idea que hace años me sedujo, pero la experiencia demuestra que la discusión de leyes pasadas de una cámara a otra ayuda a una mejor decantación. La cámara de diputados suele ser más guerrera y necesita la mirada de la otra cámara, sobria (casi aburrida) y sabia. Está bien  que sea así.

			Otra propuesta es reducir el número de legisladores como forma de ahorro. El riesgo es que esa idea exige un afinado cálculo matemático para no desequilibrar la representación proporcional (o geográfica, si predomina una representación por distritos).  Que haya un determinado número de diputados, y no menos, hace que al adjudicar las bancas se mantenga la proporcionalidad según los votos emitidos.

			El Parlamento refleja el inmenso abanico de opiniones que circulan en la sociedad, en tanto su conformación atiende a criterios que permiten que dichas posturas estén bien representadas.  Un mecanismo es el de una representación matemática casi perfecta que refleje proporcionalmente a todas las corrientes políticas.  Otro mecanismo es el de la representación geográfica, por distritos, donde quizás el abanico nacional no esté perfectamente represen- tado, pero cada comarca se asegura de tener sus representantes y  ser escuchada.

			Los gobiernos populistas encontraron métodos para mostrar que hay un Poder Legislativo, aunque no sea independiente.  En Venezuela, el chavismo creó una Asamblea Constituyente en  procura de neutralizar la Asamblea Legislativa, que tenía mayoría opositora. En El Salvador, Bukele entró a una sesión a la fuerza, escoltado por militares, y obligó a votar lo que quería.

			En los tiempos fundacionales de las independizadas colonias norteamericanas había desconfianza en que pudiera producirse una acumulación de poder que restringiera la libertad de los individuos.

			La tensión entre el liberalismo constitucional y la democracia se centra en el espacio para la autoridad —dice Zakaria—.  El liberalismo constitucional es sobre los límites al poder, la democracia es sobre su acumulación y uso (…). Por eso muchos liberales pensaban que la democracia podía restringir la libertad.

			La inclusión ciudadana también se realizó a paso lento. El voto universal fue una incorporación reciente que se consolidó con la inclusión de la mujer con los mismos derechos que el hombre. Estados Unidos incluyó el voto femenino en 1920, el Reino Unido lo hizo en 1930 y Uruguay en 1932, aunque ya en 1927 una mujer había votado por primera vez en un plebiscito regional. Por su parte, Argentina aplicó recién en 1951 una ley votada en 1947 mediante la cual se alcanzó el voto universal para adultos.

			No puede decirse que en el siglo XIX Estados Unidos o el Reino Unido fueran democracias plenas, según las categorías actuales. «Eran consideradas un modelo de Estado constitucional liberal —según Zakaria—. Estados Unidos era más democrático que Gran Bretaña, pero no tanto como se cree».

			Basta ver las cifras: «En 1824, cuarenta y ocho años después de la independencia, solo 5 % de los norteamericanos adultos votaba». Recién con la Guerra Civil se pudo decir que todos los hombres blancos tenían derecho a votar. Los negros obtuvieron ese derecho en 1870, pero en varias regiones hubo que esperar un siglo más.

			Insisto en decir que la democracia es una construcción sofisticada, lenta, como quien levanta, piedra por piedra, una catedral medieval de esas que demoran siglos en terminarse.

			Por eso es crucial ese otro poder, el Judicial, hoy cuestionado por los regímenes populistas. El politólogo italiano Giovanni Sartori dice que quienes diseñaron las constituciones «concibieron al Poder Judicial con independencia de la política y no como otra forma de hacer política».

			Eso explica que la Suprema Corte sea designada por vía indirecta. O bien a cada ministro de justicia lo propone el presidente  y lo avala el Parlamento, o bien lo elige directamente el Parlamento, por lo general con mayorías especiales, lo que obliga a sutiles acuerdos entre partidos adversarios.

			Las corrientes populistas hablan de «democratizar» la Corte: que sus integrantes lleguen a sus cargos por el voto popular.  Esto crearía una suerte de Parlamento paralelo con jueces elegidos en forma proporcional a lo votado con criterio partidista. No es esa su función. Basta que un ciudadano, solitario y desprovisto de apoyos partidarios, crea que un derecho básico suyo fue vulnerado para que la Corte tome el caso y, si los hechos le dan la razón, falle a favor de ese ciudadano y en contra de lo que piensan las mayorías partidarias.

			Ahí es donde talla el factor constitucional de la democracia moderna. Esa libertad individual garantizada por la Constitución es esencial a la democracia actual y contracara del populismo, donde la gente elige sus líderes, estos se apoyan en la fervorosa adhesión de las multitudes que ceden sus libertades y las ponen a disposición del que manda.

			James Madison, el genial constituyente norteamericano, desconfiaba de la pureza de los seres humanos e insistía en los controles y equilibrios para evitar desbordes. Como dice De Posadas:

			Hay en los pensadores americanos una veta de «sano pesimismo», diferente a los delirios optimistas del iluminismo francés, que lleva a aquellos a tener presente la condición imperfecta de la naturaleza humana y en consecuencia, a introducir elementos que eviten, mitiguen o equilibren las consecuencias negativas de esa condición débil del hombre.

			José Artigas recoge la misma idea en un profundo discurso, la Oración de Abril, pronunciado al inaugurar el Congreso de Tres Cruces en 1813, donde sostiene que su autoridad emana de los delegados allí presentes y cesa ante su presencia soberana, y apunta, además, a la debilidad humana, acotada con una constitución bien diseñada: «Estamos aún bajo la fe de los hombres y no aparecen las seguridades del contrato (…). Es muy veleidosa la probidad de los hombres; solo el freno de la Constitución puede afirmarla». En pocas líneas resume los mismos temores que veinte años antes preocupaban a James Madison.

			Una forma de atacar la democracia en esta nueva era es cuestionar la utilidad de la Constitución vigente, aduciendo que ella no resuelve  los problemas que afectan al país. Como segundo paso se propone una que sí los resuelve y que facilitará grandes cambios. Al final, como es obvio, no es con nuevas constituciones que se encuentran soluciones. Sí, en cambio, se añaden otros problemas, como la restricción de la libertad y nuevos condicionamientos a derechos básicos.

			Las constituciones no resuelven los problemas que padece un país. Para eso están los gobiernos y los Parlamentos tomando las medidas que cada coyuntura reclama. Una constitución solo establece las reglas de juego. Es el pacto que hacen los integrantes de una comunidad política en toda su diversidad para determinar cómo han de actuar quienes gobiernen.

			Con esas reglas, gobernantes y legisladores buscarán, mediante  decretos y leyes, las mejores soluciones a problemas concretos.  Lo único que se les pide es que al hacerlo se atengan a las reglas previstas en la Constitución.

			Además de una constitución, hay normas no escritas que refuerzan una democracia. Según Levitsky y Ziblatt se trata de

			(…) la mutua tolerancia o el entendimiento de que partidos que se oponen, se acepten unos a otros como legítimos rivales; la paciencia, la tolerancia, la idea de que los políticos ejerzan la contención en el uso de sus prerrogativas institucionales.

			Tales normas son «las barandas de contención» de una democracia.

			Con el paso de los años se agregaron nuevos derechos a los básicos. Aquellos bill of rights de los siglos XVII y XVIII incluían una lista corta y contundente. Hoy la lista es larga y se refiere a derechos difíciles de consolidar porque no dependen de su mero enunciado para que rijan. Van más allá de reconocer la libertad individual,  el derecho a la vida, a elegir la educación de los hijos, la libertad religiosa, el derecho a un juicio justo o a la propiedad; derechos básicos que caracterizaron a todas las constituciones.

			Ahora se suma el derecho a tener trabajo, a acceder a la salud, a poseer vivienda. Todos tienen que ver con la calidad de vida y  la dignidad de la gente.

			En un país abierto y tolerante, la libertad está asegurada por un clima consentido. Garantizar un juicio justo es cuestión de convicción y conducta. Sin embargo, para tener un derecho universal a la salud, el Estado debe contar con recursos que lo aseguren, y no siempre ocurre. Los nuevos medicamentos necesarios para el tratamiento de enfermedades severas o poco usuales son excesivamente caros.  En caso de que el paciente cuente con un seguro de salud es probable que no esté incluido. Al final es el Estado quien debe responder, si lo exige un fallo judicial. El costo estremecedor de tales fármacos desarticula cualquier presupuesto. Por lo tanto, no es suficiente enunciar un derecho para garantizarlo: esto no es producto de convicciones o conductas, sino que se reafirma solo si hay dinero para costearlo.  Un país que pasa un mal momento económico, por la razón que sea, no puede garantizar salud y vivienda para todos. ¿Se viola un derecho en ese caso? No es responsabilidad de un desalmado violador de derechos humanos: simplemente no cierran las cuentas. Sin embargo, como esos derechos alcanzaron rango constitucional, pesan.

			Liderazgos y gobiernos duraderos

			Si el cimiento de los regímenes populistas está en el carisma de quienes los lideran, la conclusión sería que no es bueno que una democracia tenga líderes fuertes y que sus políticos deberían actuar con perfil bajo.

			No es así: la democracia también necesita líderes. Sartori sostiene que la democracia los debe tener y cita a Salvador de Madariaga:  «A pesar de las apariencias, las democracias liberales dependen de líderes, incluso más que otras formas de gobiernos autoritarios».

			A Sartori le llama la atención que el tema de los liderazgos nunca aparezca como fundamental en la discusión sobre la democracia. Es importante que haya líderes. El líder es quien coordina una coalición de gobierno donde diferentes partidos deben ponerse de acuerdo, es quien persuade a un Parlamento plural para que acepte sus propuestas, es quien trasmite al país serenidad y estabilidad.  Los líderes en democracia no son estridentes ni arbitrarios, se mueven con aplomo y serena presencia.

			Los populistas pusieron sobre la mesa el tema de los gobiernos duraderos. Reforman las normas para permitir la reelección indefinida y desde su primer día calculan cuántas décadas gobernarán a sus países. Se ven como monarcas, caudillos destinados por la divinidad. Nada ni nadie los contiene. Su autoridad alcanza para imponer su voluntad y si las cosas se complican, convocan a «su pueblo» para que se congregue en la plaza y los apoye.

			En una democracia plena el poder no es para siempre. «El poder del hombre sobre el hombre —dice Sartori— solo puede ser concedido por otros. Y ello siempre y solamente sobre la base de su revocabilidad». Si, en cambio, el poder otorgado fuera permanente, quienes usaron el suyo para elegirlo habrían renunciado a seguir ejerciéndolo en el futuro.

			El poder del ciudadano que vota radica en la regularidad de su uso. Para ello debe haber normas sobre cómo designar los cargos de confianza, limitaciones en el tiempo de mandato y en la cantidad de veces que puede ser reelegido, algo que los populistas rechazan porque su objetivo es perpetuarse.

			También debe haber mecanismos por los cuales quienes gobiernan den cuenta de sus actos y respondan por las decisiones tomadas (lo que los académicos llaman «accountability»). Son modos de  eliminar la impunidad.

			Para Sanguinetti, «la democracia es un sistema que nos asegura los derechos humanos y un método pacífico para sacudirnos un gobierno que no nos gusta. Es una regla de juego, pero no puede asegurarnos un buen gobierno».

			Sociedades no homogéneas

			Un desafío a la viabilidad de la democracia es determinar si la compleja diversidad cultural, étnica y religiosa de una sociedad afecta la estabilidad de una república democrática. Todo depende de como esté configurada cada sociedad. Según Zakaria, «democracias liberales maduras pueden acomodar divisiones étnicas sin violencia y vivir en paz con otras democracias liberales». Sin embargo, si en un país «no hay un trasfondo de liberalismo constitucional, la introducción de la democracia en sociedades divididas termina fomentando el nacionalismo, el conflicto étnico e incluso la guerra».

			Una democracia requiere que los políticos compitan por el voto, buscando el favor de la población.

			En sociedades sin tradición de asimilación multiétnica, es fácil organizar el apoyo sobre bases raciales, étnicas o religiosas  —sostiene Zakaria—. Una vez que un grupo étnico llega al poder, tiende a excluir a otros y acordar se hace imposible.

			Ese líder busca el voto del grupo racial o religioso al que pertenece. Al ganar de manera fácil no está obligado a responder ante el resto.

			El gran laboratorio para saber cómo se resuelve este tema es Estados Unidos, nación con una sólida tradición constitucional.  En sus dos costas, la del Atlántico y la de Pacífico, la vida es sofisticada y cosmopolita, y su población aceptó ser parte de un mundo variado, con gente de diferente contexto migratorio, de razas diversas y de religiones distintas, y se integró al proceso. Ello no ocurre tierra adentro, donde las costumbres son tradicionales, propias de una sociedad blanca, cristiana, conservadora, rural y no necesariamente acomodada. Esa gente que se ve desplazada por el proceso demográfico que se consolida en ambas costas encontró en Donald Trump a su gran defensor.

			A poco de dejar la presidencia, Obama sostuvo que Estados Unidos era el primer verdadero experimento de una democracia grande, multiétnica y multicultural. «Y todavía no sabemos si puede sostenerse». Parece repetir el planteo de Lincoln en su discurso de Gettysburg durante la Guerra Civil, cuando ante la gravedad de la situación y la profunda división del país se preguntaba si sería viable la forma democrática de gobierno.

			Para Sartori, en tanto, la diversidad es esencial a una democracia: «El disenso, la oposición, la política de los adversarios (…) adquieren valor positivo en el contexto del pluralismo». La controversia permanente, el debate entre partidos adversarios, las diferencias que se enfrentan en cada discusión son el resultado de esa diversidad y, bien manejado, es sano.

			Desde el mundo empresarial, académico o técnico, dice Julio María Sanguinetti, «suele hablarse de la necesidad de un consenso general en el mundo político. Pero ese consenso no es posible en la democracia, porque ella es, por definición, la administración de los necesarios disensos».

			¿Qué peso tienen ciertas tradiciones en el funcionamiento institucional? Al desarrollarse la democracia sobre cimientos previos basados en ideas de libertad y de garantías judiciales, la pregunta es si países que no tuvieron esa tradición pueden construir democracias sólidas. Hay lugares donde la democracia fracasó en forma reiterada. No por eso hay que concluir con un pronunciamiento definitivo, pese a que las tradiciones importan. Como dice Zakaria: «La ventaja de Occidente es que su historia en la creación de instituciones y prácticas es difícil de replicar desde el vamos en otras sociedades». Sin embargo, es optimista y sostiene que igual «se puede hacer».

			Taiwán, Tailandia y Corea del Sur, gobernados durante décadas por juntas militares o partidos únicos, liberalizaron de a poco sus economías, su sistema legal, se abrieron al derecho, a la libertad religiosa y, tiempo después, tuvieron elecciones libres.

			Sudáfrica e India son ejemplos de modos de responder ante una realidad opresiva. Primero fue necesario destruir esa realidad para luego construir algo nuevo sobre un modelo no alejado del que rompían.

			El primer gobernante de la India independiente fue Jawāharlāl Nehru, quien, como recuerda Zakaria, «pasó casi trece años en la cárcel por combatir a las autoridades británicas, pero como primer ministro de una India independiente dedicó años a preservar instituciones heredadas de sus colonizadores».

			Algo similar sucedió con Nelson Mandela. Desde su militancia juvenil y una larguísima estadía en la cárcel, aprobó una resistencia violenta y radical contra el apartheid en Sudáfrica, pero una vez liberado y en el gobierno, creó un país multirracial liberal.

			Efectos de la crisis del socialismo

			¿En cuánto incidió el derrumbe del socialismo real en la crisis de la democracia? Parte del descreimiento tiene que ver con esa realidad.  El pensador uruguayo Hebert Gatto, referente del Partido Independiente y a quien consulté sobre estos temas, plantea un proceso que puede resultar decepcionante y lo vincula a la crisis que vive la izquierda clásica.

			En el siglo pasado, la democracia enfrentó corrientes políticas totalitarias como el comunismo y el fascismo. Algunas fueron vencidas en la Segunda Guerra Mundial y recién al llegar el final del siglo XX, como sostiene Gatto, se terminó con el mito del socialismo: «Fue la demostración de que en cualquiera de sus variantes, desde la totalitaria hasta la democrática, resulta un objetivo imposible», aunque aclara que «eso no quiere decir que reformar el capitalismo, regulando su desarrollo, sea igualmente imposible».

			«La democracia (aún si la consideramos sin el aporte del liberalismo, como hace el populismo) se basa en unos pocos principios: el gobierno de la mayoría, la duración limitada de cada período de gobierno, la posibilidad de que las minorías puedan convertirse en mayorías (un indicador básico que no todos los populismos aceptan plenamente)». Esto indica, dice Gatto, que en abstracto «el gobierno es un lugar vacío que obtienen sus conductores en cada lapso electoral». Ante la idea de que el socialismo se instale de una vez para siempre, dice Gatto: «¿Cómo podría el socialismo, como modo de producción, aceptar que sus reformas económico-sociales de fondo (como la  desaparición del mercado y del trabajo asalariado) solo se mantengan vigentes mientras su partido conserva el poder político?». Recuerda que Marx pensaba que ello ocurriría por el aumento constante del proletariado como clase. «La dictadura del proletariado sería una corta transición hacia ese período de unanimidades». Sin embargo, como afirma Gatto, «hoy sabemos que no es posible en una democracia liberal y pluralista como las actuales, en que las sociedades se transforman permanentemente y con ellas sus mayorías». Así cambió lo que hasta hace unas décadas era para la izquierda «un programa de transformación estructural de la sociedad de carácter absoluto y definitivo». Al quedar comprobado que la cosa no vendría por el proletariado, «se cambió por el feminismo, la sociedad civil, las redes sociales o el populismo —que en última instancia siguen teniendo como basamento una sociedad capitalista autoritaria—».

			Por otra parte, la democracia «está siendo progresivamente rechazada, sea cual sea la geografía donde se la implante. Sus logros (cuando los obtiene) no resultan suficientes. Modernizar una sociedad y darle una perspectiva estable de crecimiento, en las condiciones del mundo actual, se encontrará relativamente lejos de la democracia o de cualquier otra forma de gobierno. Eso incentiva al populismo, que, aun cuando tampoco lo consigue, crea un clima de efervescencia donde sus falencias se atribuyen al adversario y a su sentido posesivo».  Se genera, entonces, «una especie de símil de sociedades en guerra. Solo que esta es interna». Da como ejemplo a Argentina, «un país que se pretende de izquierda, de estructura netamente capitalista y donde el responsable de la situación de caos en que vive, según el gobierno, es consecuencia de la “oligarquía opositora” y del Poder Judicial».

			También Héctor Lescano, desde otra perspectiva (viene de la izquierda cristiana, no marxista), reflexiona sobre temas que atañen a la izquierda. Se plantea preguntas sobre los populismos de derecha como el de Bolsonaro o lo que pase con Milei en Argentina. «Resultaría motivante hablar de la gran marcha atrás que representaron para Brasil y la América Latina los años de Bolsonaro. Sufrirá el juicio de la historia como ya lo condenó el pueblo en las urnas para retomar el ciclo progresista. O expresar la gran preocupación por la irrupción de Milei, peligroso sacudón en la Argentina que tanto nos duele».

			Sin embargo, Lescano no se queda con eso: «Como la ética en la política requiere comprometer opiniones, en clave política de izquierda condenamos en Nicaragua una revolución traicionada, una mutación valórica que estafa a la memoria buena de tanta sangre derramada para derrotar la tiranía. Y la falta de garantías democráticas en la Venezuela que sufre carestía y emigración y a la que habrá que ayudar al encuentro de salidas, fracasadas las que intentaron aislar al régimen. Y nos duele la Cuba heroica que sesenta años después no acompaña los avances sociales con los que representen apertura política y plenitud de derechos. Pueblos que sufren sanciones externas rechazables, pero que sus crisis internas alejan a sus habitantes de niveles muchas veces básicos de bienestar. La plena libertad de los ciudadanos y ciudadanas también libera energías creativas que impulsan al desarrollo humano. Y la corrupción, que golpeó duro a proyectos progresistas en varios países del continente, incluyendo altos funcionarios. Maldito flagelo que abre camino a experiencias de derechas duras al frente de “redentores de ocasión”».

			Al final, la falta de libertad y transparencia que caracterizó al socialismo, que tuviera un control absoluto sobre el Estado, sin permitir la iniciativa de nadie, creó una asfixia que hizo insoportable la convivencia. Los avances sociales dejaron de ser tales. Hoy, ni Cuba ni Venezuela están mejor que cuando se hizo la revolución en 1959 o asumió Chavez en 1999. La fórmula estaba viciada desde su origen.

			Malas lecturas latinoamericanas

			Una pregunta obvia es por qué es tan difícil para América Latina acercarse al pensamiento democrático liberal. ¿Por qué desarrolló prácticas autoritarias, desde las dictaduras militares a las revoluciones guerrilleras y foquistas de inspiración totalitaria? ¿Por qué siempre es amiga de los peores regímenes del mundo?

			Para eludir el autoritarismo militar buscó respuestas en otras formas dictatoriales y totalitarias. No es que en la guerra por su independencia no hubieran llegado, e influido, las ideas liberales  del siglo XIX. Simplemente no arraigaron. Los intelectuales latinoamericanos subestimaron el estudio de parte de este proceso y se entusiasmaron con ideas que venían de la intelectualidad de Europa, poco afines a las democracias liberales y sí a proyectos políticos y sociales que terminaron siendo totalitarios.

			Marx, Lenin y sus seguidores sedujeron a investigadores en las universidades europeas. Los estudiaban, analizaban y actualizaban. Dirigieron su interés a lo antiliberal y a lo dogmático, y contagiaron a las universidades latinoamericanas.

			Ocurre con los cursos de historia y filosofía en las secundarias de América Latina. Se enseña poco y mal a John Locke, cuyas ideas fueron el cimiento de la democracia moderna. Se enseña sobre la Revolución francesa, pero poco de la norteamericana, que dejó un legado profundo. No se estudia el pensamiento de Thomas Jefferson, John Adams o James Madison, todos inspirados en Locke.

			Ellos influyeron a próceres y pensadores latinoamericanos del siglo XIX, pero en algún punto el rastro se perdió. Los planteos de quien es considerado el prócer uruguayo, José Artigas, se inspiraron en ese proceso y no en el francés. Quizás la tradición democrática uruguaya encuentre sus raíces en Artigas. En Argentina, quien mejor expresó estas ideas fue Juan Bautista Alberdi. Lamentablemente el pensamiento de Alberdi es subestimado por la corriente nacionalista y populista arraigada en Argentina. En ambos países, y en el resto de la región, calaron otras ideas.

			Esto se observa en las mediciones sobre convicción democrática. Un estudio del centro de estudios chileno Latinobarómetro, presentado en 2023, habla de la recesión democrática en América Latina. Según el informe solo el 48 % apoya la democracia en la región, lo que significó una disminución de 15 % desde 2010.

			El autoritarismo se ha ido validando poco a poco, en la medida que no se le condena, ni se sabe bien cuál es el umbral donde un país deja de ser democrático (…). En el período aumentan aquellos a quienes les da lo mismo el tipo de régimen; lo que implica un populismo o un autoritarismo les es indiferente.

			El país con el más alto porcentaje de apoyo a la democracia fue Uruguay (70 %), ubicado en el primer lugar en la región. Como contrapartida, un porcentaje muy bajo de uruguayos dijo preferir un gobierno autoritario (9 %). Lo siguen Argentina, Chile y Venezuela.  En la otra punta de la encuesta están Guatemala con apenas un 29 % de respaldo a la democracia, Honduras con 32 % y México con 35 %. Se consultó a todo el continente, excepto Nicaragua, ya que se resolvió no enviar encuestadores al no poder garantizar su seguridad.

			La decepción con la democracia se vincula a la conducta de sus dirigentes políticos. Dice el informe que en América Latina hay veintiún presidentes condenados por corrupción, veinte que no terminaron sus mandatos y otros que extendieron su período más allá de lo previsto con artilugios seudolegales.

			En junio de 2023, el diario La Nación de Buenos Aires publicó un informe en el que se preguntaba por qué Chile y Uruguay eran los únicos donde no había expresidentes procesados por irregularidades. La cifra en el resto del continente marcaba dos problemas.  Por un lado, el extremo al que llegó la corrupción; por otro, una grave fisura en el peso institucional del cargo presidencial. Es bueno que los presidentes salientes sean referentes de opinión y no que estén marcados por desvíos delictivos. La democracia, además de las normas institucionales que la definen, señala un estilo de hacer política en el que las conductas importan.

			Buenas prácticas que ya no se valoran

			Así como desde las colonias británicas en América surgen las primeras pautas de lo que serán las democracias modernas, hay también un proceso desde Europa: el aporte de la ilustración angloescocesa y lo que se fue integrando con la Revolución francesa y con las guerras napoleónicas.

			José María Lasalle, pensador liberal español, en su libro  El liberalismo herido (2021), habla de los cuatro principios que definieron las prácticas políticas en el Viejo Mundo tras la derrota de Napoleón y que siguen en pie a pesar del tiempo transcurrido.

			El primero es la relación estrecha del liberalismo con la diversidad. «La diversidad que aloja una sociedad plural —dice Lasalle— es el valor superior sobre el que se hace posible convivir en libertad».

			El segundo es la relación del liberalismo con el poder.  En un mundo en que a lo largo de la historia el poder se inclinó a la arbitrariedad y a la dominación, empieza otra manera de entender ese poder que es el de «condicionarlo, regularlo y limitarlo de antemano».

			El tercer principio es «la convicción de que el progreso surge de la innovación técnica y científica, del impulso del talento individual y de la difusión socializada de sus avances (…) que requiere cooperación social e iniciativa individual».

			El cuarto principio tiene que ver con la relación entre el poder y la vida de la gente, su espacio en lo cotidiano. «El poder siempre está al servicio de los gobernados» y eso implica que no puede entrometerse en la vida privada de la gente, ni interferir en cómo ella administra sus iniciativas empresariales o sus decisiones económicas, incluso las más domésticas, ni cómo da a conocer sus opiniones.

			En otras palabras, libertad en lo cotidiano y doméstico, libertad en la iniciativa empresarial y económica, y libertad de opinión y de expresión en la calle, los medios y la academia.

			Los cuatro principios que enumera Lasalle se desarrollaron a través del pensamiento liberal de siglo XIX en pensadores como Alexis de Tocqueville y John Stuart Mill, quien en su famoso ensayo Sobre la libertad (1859) sostenía la idea de proteger al individuo de «la presión de la mayoría».

			Se fortalece la idea kantiana de la autonomía moral de las personas y la de Mill en la que así como era necesario respaldar la libertad de mercado y el derecho a la propiedad, debía además haber un Estado que amparara a los desfavorecidos.

			Se consolida la educación pública obligatoria para garantizar que la gente tuviera igualdad de oportunidades. No es casualidad que al tiempo que se daban esos procesos en Europa y Estados Unidos, Domingo Faustino Sarmiento y José Pedro Varela llevaran adelante reformas similares en Argentina y Uruguay, respectivamente.

			En la Gran Bretaña del siglo XIX, el primer ministro liberal William Gladstone derogó el voto censitario (restringido a gente que tuviera propiedad o cierto nivel de ingresos) y amplió ese derecho a la población masculina mayor de edad (luego vendría la lucha para que la mujer tuviera el mismo derecho). Según Lasalle, Gladstone «potencia la horizontalidad democrática de la Inglaterra victoriana».

			Gladstone y su generación fueron los primeros en tener que buscar el voto de una población más amplia y heterogénea. Lo que antes recibían de sus amigos y sus pares ahora exigía más esfuerzo. Había que recorrer el distrito (el constituency), organizar actos masivos, desarrollar la oratoria, convencer, persuadir.

			Según Zakaria, la democracia es «una tradición profunda en la historia de Occidente, que busca proteger la autonomía y dignidad del individuo frente a la coerción, cualquiera sea su origen: el Estado, la Iglesia, la sociedad». Es liberal, sostiene el autor, porque enfatiza la libertad individual, y es constitucional porque instala el Estado de derecho en el centro de la política. A eso se suma la existencia de un Poder Judicial independiente, de partidos políticos, de Iglesias que aún en los países más seculares tienen peso al expresar (al igual que otras organizaciones) la opinión de una parte de los ciudadanos. Están los sindicatos, las empresas, las asociaciones privadas, las elites profesionales. Todo opera en un marco legal y libre, influye en la dinámica del país, pero no son elegidos en forma directa. Según Zakaria, «el propósito de estas instituciones no democráticas es templar las pasiones, guiar la democracia y por lo tanto, asegurar la libertad».

			Zakaria ofrece un resumen:

			La libertad en Occidente nació de una serie de luchas por el poder. Las consecuencias de esas luchas (entre Iglesias y Estado, entre el señor feudal y el rey, entre protestantes y católicos, entre la empresa y el Estado) se metieron en el tejido vital, generando renovadas presiones en favor de la libertad individual.

			Los avances fueron lentos. Hasta mediados de siglo XIX, Gran Bretaña, visto como uno de los países más democráticos de Europa, apenas permitía que el 2 % de la población votara a sus representantes en el Parlamento. Eso cambió en los años siguientes. Buena parte de los países de Europa conoció la democracia plena recién después de la Segunda Guerra Mundial.

			El concepto de que alguien debía controlar a quien tenía el poder siempre estuvo presente. Los historiadores entienden que en la Edad Media quien tenía el rol de contener al monarca era la Iglesia, que si bien no es que defendiera las libertades (dado que tenía su propio dogmatismo), sí jugó un papel desde el papado y los obispos locales, al marcarle al monarca sus límites.



OEBPS/Images/Portada_fmt.jpeg
EL ASEDIO
A LA DEMOCRACIA

Y EL POCO INTERES EN DEFENDERLA

N

& Planeta





